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Desde hace décadas las mujeres 
caucanas hemos construido a partir 
de nuestras múltiples identidades 
étnicas, culturales y territoriales, 
apuestas por la visibilización y 
defensa de sus derechos humanos. 
Aunque los esfuerzos por instalar el 
debate sobre nuestros derechos 
como derechos humanos en la 
agenda pública es bastante anterior 
a la firma del Acuerdo Final de Paz 
(AFP), con la apertura pública de la 
negociación política entre el Estado 
colombiano y la guerrilla de las 
Farc-EP en 2012, una nueva fase de 
exigibilidad política ha tomado 
curso alrededor de la discusión 
sobre las garantías en materia de 
derechos humanos como condición 
indispensable para darle fin al 
conflicto armado (punto 3 del AFP)

La incorporación de las más 
de 100 medidas de género, 
así como de los elementos 

propios del debate de 
garantías en el Acuerdo de 
Paz permitieron profundizar 
nuestros procesos formativos 
a nivel local, avanzar en la 
consolidación de nuestras 
apuestas organizativas, así 

como en la expansión de los 
ejercicios de articulación 

social de mujeres; en otras 
palabras, posibilitaron el 

fortalecimiento del 
movimiento social de 

mujeres a nivel territorial.

Como respuesta al significativo 
avance, el sistema patriarcal se ha 
adaptado para limitar la 
materialización de los logros del 
movimiento feminista, y valiéndose 
entre otros, de las estructuras y 
discursos militaristas hondamente 
apropiados en el ejercicio político 
colombiano, ha profundizado la 

violencia hacia las mujeres que ejercen 
liderazgos sociales y comunitarios, 
situación que demanda con mayor 
urgencia el cumplimiento de las más de 
100 medidas para las mujeres 
dispuestas en el AFP, así como de los 
compromisos de obligatorio 
cumplimiento  que el Estado 
colombiano ha suscrito en materia de 
garantías de derechos humanos para 
lideresas y líderes sociales a nivel 
internacional.

Para comprender con mayor detalle la 
respuesta patriarcal al avance de los 
procesos sociales de mujeres resulta 
importante mencionar algunas de las 
variables que contribuyen a profundizar 
las brechas de desigualdad y violencias 
de género, limitando con mayor fuerza 
el pleno uso y goce de los Derechos 
Humanos de las mujeres. Durante  el 
2022 estas variables se pueden ubicar 
en cuatro áreas problemáticas 
particulares (incluyendo el área de 
violencias abordada en el primer 
boletín trimestral), como se expone a 
continuación:



1. Impactos diferenciales de la 
desigualdad socioeconómica y la 
ausencia institucional

Según la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe, Colombia es 
el segundo país con el mayor nivel de 
desigualdad de América Latina y el 
único país que a 2019 mantenía un 
índice de desigualdad de Gini del 0,551. 
En palabras de la oficina de Oxfam para 
Colombia "en el país los ingresos del 10% 
de la población más rica es once veces 
mayor que la del 10% más pobre"2. 

La gravísima desigualdad tiene un claro 
impacto diferencial en las mujeres y en 
las comunidades étnicas, según el DANE 
para 20213 las personas que habitan 
hogares encabezados por mujeres en 
centros poblados y rurales dispersos 
presentaron un índice de pobreza 
multidimensional del 33,7%, porcentaje 
que supera en 3,8 puntos porcentuales 
el índice de quienes habitan hogares 
encabezados por hombres (29,9%). Para 
el caso de las cabeceras se tiene un 
nivel de desigualdad todavía mayor, 
pues los hogares encabezados por 
mujeres reportaron para el mismo año un 
índice de pobreza multidimensional del 
14,4%, esto es un valor de 5,3 puntos 
porcentuales superior al reportado en 
los hogares encabezados por hombres 
(9,1%). 

En este panorama resulta evidente la 
necesidad urgente de apropiar lecturas 
integrales por parte de la 
institucionalidad que permitan atender 
los impactos diferenciales de la pobreza 
para las mujeres de comunidades 
étnicas y campesinas, así como de los 
sectores sociales más vulnerables de los 
centros urbanos, pues de acuerdo al 
mencionado informe el  índice de 
pobreza multidimensional en centros 

poblados y rurales dispersos no 
solamente es mayor para el caso de la 
jefatura femenina, sino que para 2021 
asciende  a un 51,1%  en hogares 
encabezados por personas indígenas y a 
un 35,9% en hogares encabezados por 
personas afrocolombianas, situación 
que evidencia un nivel de desigualdad 
profundamente relacionado con 
patrones sexistas y racistas.

La ausencia del Estado representado 
por la institucionalidad civil a nivel 
territorial no solo propicia la continuidad 
de los altos niveles de desigualdad, 
impunidad y violencias que afectan 
particularmente a las mujeres de 
comunidades étnicas y campesinas, sino 
que ha abierto la puerta al 
fortalecimiento de grupos armados 
ilegales y/o dedicados a la producción y 
tráfico de drogas.

Como resultado de la mayor presencia 
armada en los territorios se tiene 
además la exacerbación de acciones 
violentas evidenciada en la ejecución de 
88 masacres a nivel nacional durante el 
2021 (14 de ellas sucedidas en el 
departamento del Cauca)4, 
desplazamientos, confinamientos y en el 
incremento de acciones violentas 
ejecutadas por grupos armados ilegales 
particularmente en los departamentos 
de Antioquia, Chocó, Cauca, Nariño y 
Valle del Cauca, afectando 
principalmente a las mujeres y niños y 
niñas (5.245 mujeres y 12.848 niños y 
niñas desplazados/as en el 2021)5.

A esto se suma un claro impacto 
diferencial étnico, pues según el reporte 
de la OCHA para (2021) las víctimas de 
confinamiento se categorizan en un 78% 
como integrantes de comunidades 
indígenas y en un 18% de comunidades 
afrodescendientes (tan solo un 4% del 
total de población confinada no se 
categoriza como integrante de 
comunidades étnicas). Las 
consecuencias de estas acciones han 
elevado el nivel de riesgo que enfrentan 
las mujeres bajo el sistema patriarcal, 
pues los militarismos refuerzan 
relacionamientos violentos en los que se 
resalta el uso de la fuerza como 
condición de control y sometimiento.

1   Recurso online: https://www.cepal.org/sites/default/files/presentation/files/version_final_panorama_social_para_sala_prebisch-403-2021.pdf
2  Recurso online:   https://www.google.com/amp/s/www.portafolio.co/amp/neg cios/empresas/colombia-segundo-pais-mas-desigual-en-latinoame-
rica-561649
3  Recurso online:  https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/condiciones_v da/pobreza/2021/presentacion-rueda-de-prensa-pobreza-multidi-
mensional-21.pdf
4  Recurso online: https://indepaz.org.co/informe-de-masacres-en-colombia-durante-el-2020-2021/
5  Recurso online: https://www.humanitarianresponse.info/sites/www.humanitaria response.info/files/documents/files/20211228_infografia_impac-
to_tendencia_humanitaria_nov_2021_vf_0.pdf



2. Militarismos y violencias 
patriarcales

Ante el vacío estatal, las agrupaciones 
armadas han buscado configurarse 
como autoridades territoriales 
decretando el control de la 
comunicación y los movimientos de la 
población civil, fragmentando las figuras 
organizativas propias, amenazando  la 
seguridad de las comunidades rurales y 
la construcción de los planes de vida 
autónomos, poniendo en riesgo incluso la 
soberanía alimentaria de las 
comunidades, como resalta el informe de 
DDHH de Naciones Unidas, estos grupos 
han llegado a controlar "actividades 
productivas de siembra, cosecha, pesca 
y comercialización de productos...Tales 
acciones afectan negativamente la 
seguridad alimentaria de las 
comunidades y socavan su autonomía 
política y económica"6,  generando así 
mayores barreras para la superación de 
las condiciones de exclusión y 
desigualdad estructural que se vive en 
las ruralidades caucanas.

Al respecto de la situación de derechos 
humanos de las niñas y mujeres a nivel 
nacional el anterior informe de Naciones 
Unidas señala que "La violencia ejercida 
contra mujeres y niñas es otro factor de 
preocupación, en particular la violencia 
sexual. Las amenazas ejercidas generan 
silencio, invisibilizando la gravedad de 
esta situación". En el Cauca, la 
agudización de las condiciones de 
militarización que posicionan la violencia 
como valor primario de relacionamiento 
social, ha degradado y limitado la 
participación de las mujeres en los 
escenarios públicos, instalando además 
sobre ellas lógicas propias de la cultura 
narco que buscan obtener lucro de la 
explotación de sus cuerpos. La 
interacción del interés narco por 
mercantilizar la sexualidad de las 
mujeres y del accionar militarista que 
dimensiona el cuerpo de las mujeres 
como botín de guerra, requiere nuevas 
miradas que reconozcan la 
profundización de los riesgos para la 
vida de las lideresas sociales, así como 
para la integridad física y sexual de las 
niñas y mujeres.

Como factor adicional que afecta 
diferencialmente a las madres, niñas, 
niños y jóvenes se tiene el 
recrudecimiento de tácticas de 
reclutamiento forzado disfrazadas en 
oportunidades laborales. La extensión de 
la militarización y la simbología de la 

guerra, recrudecida por la presencia de 
actores narcotraficantes que se 
muestran como los dueños únicos de las 
posibilidades de desarrollo económico, 
afectan claramente el derecho de los 
niños, niñas y jóvenes a construir 
proyectos de vida propios a nivel 
individual y colectivo en condiciones de 
paz, y generan a su vez riesgos 
adicionales de violencia y/o explotación 
sexual para las niñas y jóvenes 
reclutadas, riesgos de violencias 
feminicidas para las madres que 
identifican y se interponen ante las 
dinámicas de reclutamiento, así como 
riesgos de violencia sociopolítica 
diferenciada para las lideresas sociales 
que deben enfrentar las amenazas de 
reclutamiento para sus hijos e hijas como 
estrategias de silenciamiento.

Tal como lo ha señalado la población civil 
y particularmente las organizaciones 
feministas, los militarismos no resuelven 
la ausencia de la institucionalidad civil, ni 
ayudan a superar la desigualdad social, 
por el contrario agudizan las condiciones 
de violencia al reforzar estructuras 
guerreristas que no solo limitan, sino que 
anulan las posibilidades de construir 
relacionamientos pacíficos en los que se 
prevalezcan valores civiles, al respecto el 
informe 2021 del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas expone: "se observa 
que la creciente presencia de la Fuerza 
Pública no ha logrado revertir la 
multiplicación, expansión y violencia de 
grupos armados no estatales y 
organizaciones criminales. En algunos 
lugares, los enfrentamientos entre la 
fuerza militar y grupos armados no 
estatales han provocado 
desplazamientos. También se observa el 
riesgo de estigmatización, al señalar a la 
población civil de colaborar con los 
grupos armados no estatales. Por otra 
parte, personas que brindan información 
al Estado son víctimas de represalias e, 
incluso, de homicidios por estos grupos, 
lo que afecta el nivel de confianza en la 
institucionalidad".

6  Informe Anual del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos e Informes de la Oficina del Alto Comisionado y del Secretario 
General. 49 periodo de sesiones. 28 de febrero a 1 de abril de 2022.



3. El incumplimiento de la 
implementación de las más de 
100 medidas para las mujeres 
contempladas en el Acuerdo 
Final de Paz.

Como se señala por parte del Instituto 
Kroc en su quinto informe en relación al 
enfoque de género se tiene un nivel de 
implementación que no supera el 12% de 
disposiciones completas, un 15% de 
disposiciones en estado intermedio, un 
51% en estado de mínima 
implementación y un 22% de 
disposiciones que ni siquiera han 
iniciado7.  Si este balance se analiza 
bajo lo dispuesto en el informe de la 
Procuraduría General de la Nación en el 
cual se establece que “Se ha observado 
la omisión de los principios, 
salvaguardas y garantías sustanciales 
para la interpretación e implementación 
del Acuerdo de Paz en los territorios 
ancestrales y colectivos de los pueblos 
étnicos, generando regresividad de 
derechos adquiridos, vulnerando el 
derecho fundamental a la consulta 
previa con consentimiento previo, libre e 
informado; lo cual representa mayor 
inseguridad jurídica de las tierras y 
territorios ocupados o poseídos 
ancestralmente y/o tradicional por los 
pueblos étnicos y aumento del riesgo y 
amenazas a sus organizaciones 
representativas y sus autoridades 
étnicas.”8, se tiene nuevamente que las 
mujeres pertenecientes a las 
comunidades afrodescendientes e 
indígenas continúan enfrentando 
mayores condiciones de desigualdad, 
riesgo y desatención estatal.

El  Sexto Informe de Verificación de la 
Implementación del enfoque de género 
en el Acuerdo Final de Paz (AF) 
publicado por el CINEP,  expone, en 
materia de los compromisos con 
enfoque de género contemplados 
únicamente en el punto 1 del AF que:

"El riesgo general identificado 
parte de considerar los mínimos 

avances en materia de 
adjudicación de tierras a través 

del Fondo creado para tal fin por 
el A.F. y que pone en juego la 
columna central del A.F. en 

materia de tierras. En el caso 
específico de las mujeres, la 

situación no cambia y tampoco 
ellas han visto incrementado su 

acceso a tierras en estos primeros 
años de la implementación. Esta 
situación, de no ser modificada, 

verá frustradas las aspiraciones de 
las mujeres rurales que llevan 
décadas en la lucha por ser 

reconocidas como ciudadanas y 
propietarias, además postergará 

de nuevo la necesaria 
transformación de la tenencia y la 

distribución de la tierra para 
cerrar las brechas entre zonas y 
regiones del país y permitir una 
mejora en la calidad de vida de 

los habitantes rurales"9.

En la misma vía la Contraloría destaca al 
analizar el período 2017-2020, que en 
relación al acceso a tierras como 
elemento sustancial para lograr la 
Reforma Rural Integral:

"El Fondo de Tierras, principal 
instrumento para abordar esta 
política, no cuenta con recursos 
monetarios para la compra o 
subsidio de tierras. Así mismo, la 
línea especial de crédito presenta 
escasos resultados. Lo que, aunado 
a la no adopción e implementación 
del Plan de Formalización Masiva 
de la Propiedad Rural y la no 
creación de la jurisdicción agraria, 
no permite tener las mejores 
perspectivas en este pilar y en la 
resolución pacífica de los conflictos 
sobre la tierra." 

7   Recurso online: https://curate.nd.edu/show/05741r69f09
8  Recurso online: https://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/Tercer%20informe%20Acuerdo%20de%20Paz%202021%20.pdf
9  Informe de la Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional. 18 de enero de 2022.



En relación a los enfoques étnicos y 
de género señala respectivamente 
que:

"Persiste el rezago en el 
cumplimiento del capítulo étnico 
del Acuerdo Final...En la vigencia 
2020 fueron comprometidos 
$200.922 millones (4% menos que 
en 2019) para la implementación 
de los indicadores étnicos, lo cual 
representa el 3,3% del total del 
presupuesto del Acuerdo Final" y 
que "La ejecución de recursos 
para género es insuficiente, 
teniendo en cuenta que durante 
2020 estos representaron el 3% 
del total de los recursos del 
Acuerdo Final"10.

Sumado a esta valoración sobre la 
ejecución presupuestal, el informe del 
CINEP resalta que:

"Tras cinco años de 
implementación, la Secretaría 

Técnica (ST) reitera que persisten 
distintas dificultades para 

realizar el seguimiento apropiado 
a los recursos destinados para 
cumplir con la implementación 
del enfoque de género del A.F. 
Sobre este punto, y como la ST 

ha señalado en informes 
anteriores, una de las 

limitaciones más relevantes es 
que, por una parte, el trazador 
presupuestal de paz no incluye 
un ítem del enfoque de género 

que permita programar los 
recursos destinados a este 

enfoque; y por otra parte, el 
trazador para la equidad de la 
mujer no diferencia los recursos 

que se destinan a la 
implementación del A.F".

Al respecto, el V Informe del Instituto 
Kroc expone que el precario nivel de 
avance en las medidas diferenciales 
contempladas en el AFP podría 
explicarse entre otros factores, por:

"…vacíos legales y financieros 
que siguen presentando 

obstáculos para la 
implementación integral del 

Acuerdo. Por una parte, aún se 
presentan debilidades en el 

marco legal necesario para el 
cumplimiento de las disposiciones 
del Acuerdo y, por otra, hay una 
significativa diferencia entre los 

fondos disponibles para la 
consolidación de la paz y lo que 
se necesita para cumplir con las 
metas establecidas en el Plan 
Marco de Implementación"11.

Bajo esta lógica, a pesar de los avances 
alcanzados, factores como la ausencia 
de un trazador presupuestal, de un 
presupuesto adecuado y la lentitud que 
caracteriza al proceso de 
implementación, han ocasionado la 
extensión del pesimismo y la 
incertidumbre generalizada, toda vez 
que como señala Indepaz, la estrategia 
de implementación ha fallado en 
respetar el principio de integralidad del 
AF:

"Pese a que el AF está subdividido 
en seis puntos, este debe 

considerarse como un conjunto 
integrado de compromisos, que se 
complementan y refuerzan entre 

sí. No puede lograrse el desarrollo 
territorial si no se avanza en la 

distribución y formalización de la 
tierra, así como tampoco puede 
darse el cierre de brechas entre 

ciudad y campo, o entre regiones, 
sin desarrollo territorial. No hay 

acceso exitoso a tierras si no hay 
catastro, riego, proyectos 
productivos, vías, vivienda, 
servicios. Tampoco puede 

hablarse de paz y de desarrollo 
territorial si no se integran en una 

nueva dinámica económica y 
productiva a los campesinos 

cultivadores de productos lícitos e 
ilícitos..."12.

10   Recurso online: https://www.contraloria.gov.co/es/w/implement ci%C3%B3n-del-acuerdo-de-paz-se-lograr%C3% Da-en-26-a%C3%B1os-advier-
te-quinto-informe-de-la-contralor%C3%ADa-sobre-recursos-del-posconflicto
11  Recurso online: https://keough.nd.edu/es/el-quinto-informe-del-instit to-kroc-sobre-el-acuerdo-de-paz-en-colombia-muestra-ava ces-pese-a-gran-
des-desafios/
12  Recurso online: https://indepaz.org.co/incertidumbres-de-la-paz-entre-el-incumplimiento-del-acuerdo-y-las-luchas-sociales-en-su-defensa/



Como resultado de la precaria 
implementación del AF en el 2021, crece 
el clima de desesperanza, así como la 
desconfianza en la institucionalidad 
conforme continua el asesinato de 
personas excombatientes que ya se 
eleva a 303 casos registrados por la 
Misión de Verificación de las Naciones 
Unidas en Colombia (UNVMC) desde la 
firma del Acuerdo de Paz hasta el 2021. 
El recrudecimiento del temor, el silencio 

y el pesimismo afectan particularmente 
a las mujeres y sus expresiones 
organizativas que fueron quienes 
desarrollaron en gran medida acciones 
para presionar la negociación política al 
conflicto armado, y quienes visibilizaron 
en sus comunidades la necesidad de 
superar la violencia y confiar en las 
posibilidades de construir territorios 
pacíficos.

1. Presencia integral de la 
institucionalidad civil a nivel 
territorial

Sin la presencia de las autoridades 
civiles que representan al Estado en los 
territorios se corre el riesgo de perpetuar 
la desigualdad, la pobreza, violencia e 
impunidad que impacta la vida y 
dignidad de las mujeres caucanas. La 
garantía de los derechos humanos, 
económicos, sociales y culturales de las 
mujeres y comunidades dependen de la 
fortaleza de la institucionalidad 
particularmente en las territorialidades 
rurales del departamento. En este 
sentido, se ve la necesidad urgente de 
fortalecer la presencia del Ministerio 
Público, así como de aprovechar las 
oportunidades de consolidar una 
institucionalidad civil (no tercerizada) 
que se abren con el Acuerdo Final de 
Paz, particularmente con el Punto 1 de 
Reforma Rural Integral.

13   Recurso online:https://colombia.unmissions.org/sites/default/files/13.01.22_esp_infografia_informedic2021.pdf

Conclusiones:

Los contextos evidenciados durante el primer lo corrido del año 2022 pone en 
relieve la necesidad de avanzar en los siguientes cinco puntos



2.  Implementación efectiva de 
las medidas dispuestas para las 
mujeres en el Acuerdo Final de 
Paz

La implementación del AFP requiere 
avanzar en la apropiación de una 
concepción de seguridad humana que 
contribuya a disminuir la militarización, a 
concentrar esfuerzos en el diseño de 
herramientas preventivas, a promover 
medidas de protección colectivas y 
profundizar el análisis de la violencia 
para poder superarla definitivamente14. 
Así, para avanzar integralmente en la 
implementación de lo dispuesto en el 
AFP resulta necesario superar visiones 
de seguridad enraizadas en el temor al 
diálogo democrático que lleva a 
desconocer a los/as contradictores/as 
políticos y a asociarlos con potenciales 
enemigos a los que hay que controlar o 
eliminar. Esta visión limita la promoción 
de la institucionalidad civil, y reemplaza 
la creación de canales de diálogo social 
por estrategias militaristas.

Para las mujeres resulta urgente que la 
implementación de las medidas de 
género del AFP se dé articuladamente, 
en sintonía con las demás disposiciones 
contempladas en cada uno de los seis 
puntos, y hasta el momento lo que 
revelan los informes de seguimiento a la 
implementación es que los avances se 
han dado fraccionados, desconectados 
los unos de los otros, limitando así su 
potencial impacto. Para avanzar 
entonces en este camino y lograr una 
implementación integral se requiere que 
el estado reste lugar a discursos y 
propuestas que desconozcan el valor de 
la institucionalidad civil, y se 
comprometa a transformar la 
concepción de seguridad nacional 
fuertemente afectada por la doctrina 
del enemigo interno, adoptando un 
enfoque de seguridad humana que 
tenga como punto de partida lo 
dispuesto en el AFP.

2.1 Desmonte de estructuras 
paramilitares

Tanto en el marco de la Comisión 
Nacional de Garantías de Seguridad, 
como en las Mesas Territoriales de 
Garantías resulta urgente avanzar en la 
exigibilidad de la Política Pública para el 

desmantelamiento de las 
organizaciones sucesoras del 
paramilitarismo y sus redes de apoyo. 
Las valoraciones, aportes, propuestas y 
análisis de las mujeres y sus expresiones 
organizativas son fundamentales para la 
elaboración de dicho instrumento 
público.

3.  Superación de la 
estigmatización y acceso a la 
protección adecuada

Para lograr una efectiva protección a las 
lideresas sociales y/o defensoras de 
derechos humanos se requiere romper el 
estigma de imposibilidad que asumen 
algunos/as funcionarios/as públicos/as 
bajo el cual les resulta imposible 
reconocer la agencia y capacidad de 
liderazgo político de las mujeres, por lo 
cual tienden a desconocer los riesgos 
derivados de la violencia sociopolítica y 
a reducir las amenazas y situaciones de 
violencia que afectan a las lideresas 
sociales y/o defensoras de derechos 
humanos, a hechos derivados de 
problemas en sus relaciones afectivas 
privadas. 

Este accionar evidencia la 
naturalización de los estereotipos de 
género en el ámbito estatal a partir de 
lo cual se desconoce el carácter y 
potencial político de las mujeres, 
restringiendo así la lectura de los riesgos 
y afectaciones a los fenómenos de 
violencia intrafamiliar o de género que 
ocurren en la escena privada que se 
convierte en el único escenario en el que 
se lee la vida y desarrollo de las mujeres.

14   Recurso online: https://indepaz.org.co/incertidumbres-de-la-paz-entre-el-incumplimiento-del-acuerdo-y-las-luchas-sociales-en-su-defensa/



4. Superación de la impunidad y 
acceso a la justicia 

Es imposible avanzar en la superación 
de las violencias hacia las mujeres con 
niveles de impunidad como los actuales. 
La impunidad contempla un contenido 
simbólico que posiciona en la sociedad 
el mensaje de que los delitos cometidos 
en contra de las mujeres no revisten 
importancia, no merecen atención, y con 
ello amplía las condiciones para que la 
violencia hacia las mujeres se extienda. 

Superar la impunidad implica que el 
recientemente creado Grupo de Trabajo 
Nacional de Violencia de Género de la 
Fiscalía desarrolle estrategias 
territoriales que permitan profundizar el 
seguimiento al acceso efectivo a la 
justicia para las mujeres.

Valeria Mosquera Acosta - 
Ruta Pacífica de las Mujeres 
Regional Cauca


